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Surge de lo anterior, que Colpensiones negó la prestación de vejez anticipada con sustento en que el actor, a pesar de satisfacer los requisitos de edad e invalidez requeridos, no cumple con el de las semanas mínimas cotizadas, y frente a la revocatoria directa que formuló el actor, dijo que la afiliación al citado Consorcio se encontraba inactiva desde el mes de febrero de 2017 y que debía acudir a esa última entidad para actualizar su estado de vinculación. 

Es decir, que el motivo que en definitiva llevó a la Administradora Colombiana de Pensiones a negar el reconocimiento de la prestación solicitada por el actor, fue la desafiliación del Programa al Subsidio del Aporte Pensional materializada por el Consorcio Colombia Mayor desde el 1º de febrero de 2017. 
(…)

En efecto, al citado señor nunca se le notificó que se iniciaría el proceso administrativo de suspensión del referido programa y en esas condiciones no se le permitió participar de él; por tanto, no se le otorgó la oportunidad de ser oído, de defenderse, de solicitar y controvertir pruebas y en general de ejercer su derecho de contradicción.

Fue con posterioridad a esa suspensión, decretada desde el 1º de febrero de 2017, que se requirió al actor para que aportara una serie de documentos para corregir esa situación, pero ni siquiera esta solicitud fue debidamente notificada al interesado, ya que de acuerdo con las pruebas allegadas, el oficio correspondiente no fue entregado en la dirección del accionante.  

En estas condiciones, como fue la decisión adoptada por Colombia Mayor la que produjo la negativa de la pensión solicitada, Colpensiones no incurrió en lesión alguna; lo hizo el citado Consorcio, pues con su proceder, además de desconocer las reglas del debido proceso administrativo, lesionó el derecho a la seguridad social de que es titular el demandante.
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Expediente No. 66001-31-21-001-2018-00025-02
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el Consorcio Colombia Mayor, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 8 de junio último, en la acción de tutela que el señor Duván Valencia Soto instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculados las Subdirectoras de Determinación VII y IX y los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Historia Laboral de esa entidad, el Ministerio de Trabajo, Seguridad Mayorca EU, Colombia Mayor y la Gerente Regional del Eje Cafetero ese Consorcio.

ANTECEDENTES

1. Relató el apoderado del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El señor Valencia Soto padece artrodesis, síndrome cervicobraquial, hipertensión esencial y trastorno depresivo recurrente.  

1.2 Debido a su estado de salud, inició el trámite de definición de situación médico laboral ante Colpensiones, entidad a la cual cotizó durante toda su vida laboral, y fue calificado por la Junta Regional de Invalidez con una pérdida de su capacidad laboral del 51,97%, de origen común y con fecha de estructuración del 1º de julio de 2014.
1.3 Concluido el trámite anterior, empezó a cotizar al Consorcio Colombia Mayor para completar las 1.000 semanas exigidas para acceder a la pensión de vejez anticipada por invalidez, y así canceló aportes desde noviembre de 2016 hasta diciembre de 2017. 
1.4 Luego de realizado el “último pago de pensión”, solicitó a Colpensiones el reconocimiento de la citada prestación, pero esa entidad, mediante Resolución 276728 del 29 de noviembre de 2017, se abstuvo de concederla porque no acreditaba el número de semanas mínimas exigidas en el parágrafo 4 del artículo 9º de la Ley 797 de 2003.

1.5 Frente a esa decisión presentó revocatoria directa y pidió se tuvieran en cuenta los aportes realizados a Colombia Mayor, pero Colpensiones volvió a negar la pensión reclamada.

1.6 Las decisiones adoptadas por la accionada desconocen precedente de la Corte Constitucional, el cual citó.
1.7 El actor es una persona inválida de avanzada edad, no cuenta con ingresos ni patrimonio que le permitan satisfacer sus necesidades básicas y se ha visto en la necesidad de acudir a la caridad de su familia y de amigos para cubrir “en parte la alimentación y la salud”, motivo por el que la negativa de la entidad accionada le ocasiona un perjuicio irremediable.
2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, seguridad social, mínimo vital y vida digna. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones reconocer la pensión de vejez anticipada por invalidez, teniendo en cuenta para ello las cotizaciones realizadas desde el 1º de noviembre de 2016 hasta el 31 de diciembre de 2017.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 9 de abril se admitió la acción contra Colpensiones y se ordenó vincular a las Subdirectoras de Determinación VII y IX y los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Historia Laboral de esa entidad y al Consorcio Colombia Mayor. Con posterioridad se dispuso la vinculación del Ministerio de Trabajo y de Seguridad Mayorca EU. 
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, por intermedio de apoderado, luego de hacer mención a las normas generales que regulan el funcionamiento de esa entidad, dijo que el actor se afilió en dos ocasiones al programa de subsidio al aporte pensional. La primera, el 1º de mayo de 2015 que fue terminada el 5 de septiembre de 2016; la segunda, el 1º de octubre de 2016, la cual se encuentra suspendida desde el 25 de enero de 2017, ambas circunstancias de desvinculación se produjeron porque su empleador realizó cotizaciones a su nombre, sin que a la fecha el actor haya aclarado tales situaciones. Ese consorcio carece de legitimación en la causa pues no es el encargado de recaudar los pagos de los aportes, ya que esta función recae en Colpensiones. Además, si realizó pagos luego del último bloqueo, generado el 25 de enero de 2017, ninguna omisión puede alegar frente a la entidad que representa “teniendo en cuenta que las cotizaciones de su presunto empleador y/o contratante impidieron la efectivización de los subsidios pensionales”. De igual forma, si el accionante, a pesar de su estado de salud, pudo prestar servicios subordinados y por ello se generaron los aportes a seguridad social, no es dable ahora alegar una situación económica desfavorable.
De otro lado, refirió que: a) se garantizó el debido proceso al actor en el trámite de suspensión del programa, pues a ello se procedió por causa legal y se le notificaron adecuadamente las decisiones adoptadas; b) la acción de amparo no es el mecanismo idóneo para obtener el reconocimiento de prestaciones económicas porque no se demostró el perjuicio irremediable ocasionado y c) la tutela incumple los presupuestos de subsidiariedad e inmediatez pues el demandante no formuló objeción alguna contra las decisiones por medio de las cuales se ordenó su suspensión del programa de subsidio pensional, la última de las cuales se profirió hace más de un año.     
Solicita se nieguen las prestaciones pues el Consorcio no ha lesionado los derechos del actor. Pidió también se vincule al Ministerio de Trabajo.

2.2 El administrador de Seguridad Mayorca informó que durante el periodo comprendido entre el mes de enero de 2017 hasta la fecha, el accionante no laboró en esa empresa.
2.3 Asesora de la Oficina Jurídica del Ministerio de Trabajo solicitó declarar improcedente el amparo frente a esa entidad, con sustento en que carece de competencia para reconocer prestaciones pensionales y el actor no ha elevado petición alguna ante esa cartera.
2.2 El Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que mediante Resolución SUB 64599 del 7 de marzo 2018 se resolvió la solicitud de reconocimiento de pensión anticipada de vejez por incapacidad solicitada por el actor. En ese trámite administrativo se respetaron las garantías fundamentales del accionante, pues se resolvió de fondo la cuestión y las decisiones adoptadas se encuentran debidamente motivadas. Por tanto, el demandante debe acudir a los procedimientos administrativos o judiciales respectivos para ventilar la cuestión y no a la acción de tutela que por ser un medio subsidiario, resulta improcedente para obtener el reconocimiento de derechos laborales.
3. La sentencia proferida el 17 de abril pasado, fue declarada nula por esta Sala debido a que no se integró el contradictorio con la Gerente Regional del Eje Cafetero del Consorcio Colombia Mayor.
4. Rehecha la actuación, se puso término a la instancia con sentencia del 8 de junio último, en la que se concedió el amparo reclamado y se ordenó: a) dejar sin efectos la Resolución SUB 276728 de 2017 y la suspensión de la afiliación al programa del subsidio al aporte en pensión y b) a Colpensiones realizar un nuevo estudio sobre el reconocimiento de la pensión de vejez anticipada por invalidez, teniendo en cuenta las semanas cotizadas entre noviembre de 2016 y diciembre de 2017 “ordenando entonces al Consorcio Colombia Mayor el desembolso del subsidio dentro del Programa del Subsidio al Aporte en pensión a favor de Colpensiones” .
Para así decidir, el funcionario de primera instancia consideró que en este caso se lesionó esa última garantía ya que Colpensiones recibió sin reparo alguno el pago de los aportes del accionante, a pesar de que este se encontraba bloqueado en el programa de subsidio pensional y por tanto, ha debido informarle que esas cotizaciones no serían tenidas en cuenta. Colombia Mayor, por su parte, decidió suspender el subsidio de aporte a pensión por la causal de haberse adquirido la capacidad de pago, sin realizar el estudio de las condiciones en que se encontraba el accionante. Tampoco notificó en debida forma tal determinación, pues no existe constancia de que el actor haya sido enterado de la misma; por el contrario, el comprobante de entrega de la empresa de correos correspondiente, presenta la novedad de “cerrado”. De igual forma, teniendo en cuenta que la empresa de vigilancia, que según Colombia Mayor hizo las cotizaciones a favor del demandante, informó que no han tenido relación laboral con él, se procedió a verificar la base de datos del sistema de seguridad social en salud y se encontró que el actor se encuentra vinculado al régimen subsidiado, por lo que se deduce “que no ha estado vinculado a ninguna empresa”.

4. Inconforme con el fallo, el apoderado del Gerente General del Consorcio Colombia Mayor lo impugnó. A los argumentos que planteó en la contestación de la demanda, agregó los siguientes: a) la decisión por medio de la cual se suspendió la afiliación del programa de subsidio pensional, fue remitida al actor por correo y en el expediente obra constancia de recibido; b) la suspensión de ese beneficio no representa un retiro definitivo del mismo, sino una medida para proteger los dineros públicos que componen el fondo de solidaridad y si el actor entiende que aquella decisión es equivocada, ha debido elevar las respectivas solicitudes de corrección, mas prefirió acudir primero al trámite de la acción de tutela; c) explicó que la entidad que representa maneja dos tipos de modalidades asistenciales, aquel que constituye una contribución a las cotizaciones para pensión de los grupos poblaciones que carecen de los recursos suficientes para sufragar la totalidad del aporte pensional y el Programa Colombia Mayor que busca aumentar la protección a las personas de la tercera edad que viven en extrema pobreza, y solo en este último se realiza el estudio a las condiciones de los beneficiarios, de conformidad con la sentencia T-010 de 2017 y la Resolución 1370 de 2013; d) la información obtenida por el juzgado de primera instancia del archivo ADRES en insuficiente para refutar el reporte PILA y por ello se ha debido requerir al Ministerio de Protección Social para que suministrara los datos respectivos y e) el juez de tutela invadió las competencias del laboral, al conceder la pensión de vejez, a pesar de que Colpensiones ya la había negado por incumplir el requisito de las semanas cotizadas. Así mismo, frente a este acto administrativo se dejó de agotar la vía administrativa.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si se lesionaron los derechos fundamentales al actor, en los trámites administrativos que conllevaron a que se le negara el reconocimiento de la pensión especial de vejez por invalidez, a la que considera tener derecho. 
3. El debido proceso es una garantía que por excelencia se aplica para los trámites judiciales. Sin embargo, esa prerrogativa se extiende para las actuaciones de la administración ya que esta en su función pública, también debe someterse a las reglas que establece el ordenamiento jurídico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:
“El debido proceso es un derecho constitucional fundamental, regulado en el Artículo 29 Superior, aplicable a toda clase de actuaciones administrativas y judiciales, en procura de que los habitantes del territorio nacional puedan acceder a mecanismos justos, que permitan cumplir con los fines esenciales del Estado…
Este derecho fundamental, para quienes tengan a su cargo el desarrollo de un proceso judicial o administrativo, implica la obligación de mantenerse al tanto de las modificaciones al marco jurídico que regula sus funciones, pues de lo contrario, su conducta puede acarrear la ejecución de actividades que no les han sido asignadas o su ejecución conforme con un proceso no determinado legalmente…
En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como un principio fundamental de la función administrativa.
 
Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que el debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como:
 
“(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”
. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”
.
 
En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes:
 
“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción      de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”
 
Para las autoridades públicas, el debido proceso administrativo implica una limitación al ejercicio de sus funciones, puesto que en todo proceso, desde su inicio hasta su fin, deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros procedimentales determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior se pretende eliminar todo criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo de los procesos administrativos y, a su vez, evitar la conducta de omisión, negligencia o descuido en que puedan incurrir los funcionarios relacionados en el proceso…”

3. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:
3.1 La Junta Nacional de Calificación de Invalidez, el 13 de junio de 2016, determinó en el 50,30 el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del señor Duván Valencia Soto, con fecha de estructuración del 1º de julio de 2017
. 

3.2 Por resolución SUB 276728 del 29 de noviembre de 2017, la Subdirectora de Determinación VIII de Colpensiones negó el reconocimiento de la pensión de vejez anticipada, solicitada por el actor, con sustento en que no acreditó las 1.000 semanas requeridas para acceder a esa prestación especial
.
3.3 El accionante solicitó la revocatoria directa frente al anterior acto administrativo, en razón a que al momento de analizar el caso no se tuvieron en cuenta los aportes realizados por intermedio del Consorcio Colombia Mayor, entre noviembre de 2016 y noviembre de 2017, con los 
cuales alcanzaría el mínimo de semanas requeridas
.  

3.4 Por Resolución SUB 64599 del 7 de marzo último, la Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones negó la solicitud de revocatoria directa ya que según lo informado por la Dirección de Afiliaciones de esa entidad, a la cual se acudió para que se actualizara la historia laboral del peticionario, la afiliación del actor se encuentra inactiva desde el mes de febrero de 2017 y por ello para efecto de solucionar el caso “usted deberá acercarse directamente al Consorcio Colombia Mayor a actualizar su estado de su afiliación, semanas cotizadas 968”. Y concluyó que el actor cumple con el requisito de invalidez pero no con el del tiempo de cotización exigido para adquirir la pensión, razón por la cual consideró legal el acto administrativo objeto de la revocatoria
.     
3.5 En el resumen de historia laboral se evidencia que el demandante cotizó hasta el 31 de enero de 2017 un total de 968 semanas
.  

3.6 Según los comprobantes de pago al programa de Subsidio al Aporte en Pensión, el demandante canceló aportes, con un I.B.C. de un salario mínimo legal, desde el 11 de noviembre de 2016 al 15 de noviembre de 2017
. 
3.7 Mediante oficio del 2 de febrero de 2017, dirigido al actor, el Gerente Regional Eje Cafetero de Colombia Mayor, le informó sobre la suspensión del programa al subsidio del aporte a pensión desde el 1º de febrero de 2017, por la causal de “pila renta tipo cotizante 1 dependiente IBC salud… periodo salud 01/12/16 01/12/16 aportante Seguridad Mayorca EU” y lo requirió para que en caso de que ese reporte no correspondiera a su real situación, aportara certificados de nómina, de la ARL y de periodos compensados y el reporte de su historia laboral
. 
3.8 Esta última comunicación fue enviada a la dirección de residencia del actor, pero presenta nota de devolución
.  
4. Surge de lo anterior, que Colpensiones negó la prestación de vejez anticipada con sustento en que el actor, a pesar de satisfacer los requisitos de edad e invalidez requeridos, no cumple con el de las semanas mínimas cotizadas, y frente a la revocatoria directa que formuló el actor, dijo que la afiliación al citado Consorcio se encontraba inactiva desde el mes de febrero de 2017 y que debía acudir a esa última entidad para actualizar su estado de vinculación. 
Es decir, que el motivo que en definitiva llevó a la Administradora Colombiana de Pensiones a negar el reconocimiento de la prestación solicitada por el actor, fue la desafiliación del Programa al Subsidio del Aporte Pensional materializada por el Consorcio Colombia Mayor desde el 1º de febrero de 2017.
En el curso de esta acción constitucional se estableció que la afiliación del actor al Programa Subsidio al Aporte en Pensión PSAP por reporte Base de Datos PILA, fue suspendido por el Consorcio Colombia Mayor con fundamento en que la empresa Seguridad Mayorca E.U realizó cotizaciones a su nombre al sistema general de salud, es decir que incurrió en la causal de posibilidad de cancelar el monto total del aporte.

5. Sin embargo, la Sala considera que en este último trámite se lesionó el derecho al debido proceso administrativo del señor Duván Valencia Soto.

En efecto, al citado señor nunca se le notificó que se iniciaría el proceso administrativo de suspensión del referido programa y en esas condiciones no se le permitió participar de él; por tanto, no se le otorgó la oportunidad de ser oído, de defenderse, de solicitar y controvertir pruebas y en general de ejercer su derecho de contradicción.
Fue con posterioridad a esa suspensión, decretada desde el 1º de febrero de 2017, que se requirió al actor para que aportara una serie de documentos para corregir esa situación, pero ni siquiera esta solicitud fue debidamente notificada al interesado, ya que de acuerdo con las pruebas allegadas, el oficio correspondiente no fue entregado en la dirección del accionante.  

En estas condiciones, como fue la decisión adoptada por Colombia Mayor la que produjo la negativa de la pensión solicitada, Colpensiones no incurrió en lesión alguna; lo hizo el citado Consorcio, pues con su proceder, además de desconocer las reglas del debido proceso administrativo, lesionó el derecho a la seguridad social de que es titular el demandante. 
Por lo expuesto, se confirmará el fallo que se revisa, excepto en relación con la orden dirigida a Colpensiones en el ordinal segundo y la decisión de dejar sin efecto la Resolución SUB 276728 del 29 de noviembre de 2017, expedida por la misma entidad, contenida en la primera parte del ordinal tercero, que serán revocadas y se adicionará para ordenar al Gerente General del Consorcio Colombia Mayor que en el término de  cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, inicie nuevamente el trámite de suspensión del accionante en el Programa de Subsidio al Aporte Pensional, bajo los parámetros del debido proceso administrativo. Surtida esta actuación y de encontrarse que la causal de suspensión invocada frente al actor carece de sustento, deberá adelantar, en el término de cuarenta y ocho horas, las gestiones necesarias para actualizar su historia laboral; vencido ese término, en otro igual, deberá rendir informe sobre esa situación ante Colpensiones para que esta pueda adelantar el trámite que le corresponda.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 8 de junio pasado por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, en la acción de tutela instaurada por el señor Duván Valencia Soto contra Colpensiones, a la que fueron vinculados las Subdirectoras de Determinación VII y IX y los Directores de Prestaciones Económicas, de Acciones Constitucionales y de Historia Laboral de esa entidad, el Ministerio de Trabajo, Seguridad Mayorca EU, el Consorcio Colombia Mayor y la Gerente Regional Eje Cafetero de esa entidad, excepto el ordinal segundo y la orden de dejar sin efecto la Resolución SUB 276728 del 29 de noviembre de 2017, expedida por Colpensiones, contenida en la primera parte del ordinal tercero, que SE REVOCAN. 
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-21-001-2018-00025-02)
SEGUNDO: ADICIONAR el fallo para ordenar al Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, iniciar, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, el trámite de suspensión del accionante en el Programa de Subsidio al Aporte Pensional, bajo los parámetros del debido proceso administrativo. Surtida esta actuación y de encontrarse que la causal de suspensión invocada frente al actor carece de sustento, deberá adelantar, en el término de cuarenta y ocho horas, las gestiones necesarias para actualizar su historia laboral; vencido ese término, en otro igual, deberá rendir informe sobre esa situación ante Colpensiones para que esta pueda adelantar el trámite que le corresponda.
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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